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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 1022/2019-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., dieciseis de diciembre de dos mil diecinueve. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1022/2019-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del treinta de septiembre del presente año, se tuvo a **********demandando por derecho propio el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía Vial **********
Acto que se impugna: **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 09:00 nueve horas del veintidós de noviembre del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como a los de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente:  

**********
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.
Suscribe la demanda **********demandando la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja **********de este expediente.

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 10 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada Policía Vial, invoca las causales de improcedencia  y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción XI  en relación con el numeral 229 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el acto que se impugna contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentra fundado y motivado.

A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    

SEXTO.-  El Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

 
Dice el actor que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada falto a su obligación de fundar y motivar debidamente el acto que se impugna y adecuar el procedimiento a las formalidades establecidas en la Ley de Tránsito del Estado, pues dice que se omitió cumplir con los lineamientos que establece el artículo 91 de la citada ley, particularmente con las fracciones I, II, III, VI, VII, VIII y IX, ya que  no se justifican dichas fracciones por parte de la demandada.


Argumenta además que la demandada lesiona su interés jurídico, pues dice que no cumplió con su obligación de identificarse plenamente como lo ordena la disposición en cita y que no sabe si el supuesto agente de tránsito está legalmente autorizado para llevar a cabo actos como el que nos ocupa, puesto que no existe una debida identificación de quien realizó y emitió la infracción, pues en ella, no se establece quien le otorga competencia para emitirla, es decir, qué autoridad lo faculta para aplicar boletas de infracción y en qué leyes están contenidas las mismas, ya que en el caso que nos ocupa, no acredita su registro, pues el número de nómina no acredita suficientemente las facultades otorgadas para levantar infracciones.

Como se adelantó en un principio, es infundado en Concepto de estudio, ya que de acuerdo al orden en que fueron planteados los agravios por parte del actor, primeramente refiere que:
- La autoridad demandada falto a su obligación de fundar y motivar debidamente el acto que se impugna.

No le asiste la razón al actor, puesto que de una revisión en la parte superior del acto que se impugna, se aprecia el fundamento legal en que se basó la demandada para su emisión, como lo fueron los artículos 164, 165, 170 y 171 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 6° fracción I, 9°, 13, 14, 15 fracciones VI y VII, 16, 82, 83, 84 fracción I, 85, 87, 89, 91, 92, 93, 94 y demás aplicables de la Ley de Tránsito el Estado de San Luis Potosí; 46 de la Ley de  del Municipio de San Luis Potosí , 17 y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y en relación con los artículos 1°, 3° fracción II, 4 fracción VIII, 169, 170, 171, 172, 205, 206, 207 del  Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí.


Por otra parte, las consideraciones que tomó en cuenta la demandada, esto es, la motivación, consistió en que siendo ********** de esta ciudad capital, cometiendo infracciones de las contenidas en la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, así como en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistente en Manejar en Estado de Ebriedad.
En el entendido de que la descripción de las circunstancias de tiempo, modo y lugar a que se alude, sirve como motivación de la sanción que se imponga, tal y como así lo establece la fracción VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito. 

Ahora bien, en lo que refiere que la demandada no se adecuó al procedimiento en cuanto a las formalidades establecidas en la Ley de Tránsito del Estado, pues dice:

- Que se omitió cumplir con los lineamientos que establece el artículo 91 de la citada ley, particularmente con las fracciones I, II, III, VI, VII, VIII y IX.

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, se hace necesario transcribir el contenido del citado artículo 91 de la ley de la materia, particularmente en las fracciones que refiere el actor y que dice:

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:
I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta; 
II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables;
III. Nombre y, en su caso, domicilio del infractor; 
VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga; 
VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción; 
VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción; 
IX. El documento que retiene. 
Pues bien, el procedimiento que refiere el aludido precepto, señala que para la aplicación de una sanción a una infracción, se levantará una boleta de infracción por parte de los agentes de tránsito municipal, las cuáles contendrá obligatoriamente los requisitos que ahí se mencionan.
Para el caso que nos ocupa, al remitirnos al contenido total del acto que se impugna, se aprecia que éste contiene:
I.- Nombre y cargo de quien levanta la boleta, siendo el ********** con el cargo de Policía Vial.

II.- Los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado. Tales datos se hicieron consistir en una credencial con número de folio ********** con una vigencia de seis meses, puesto que fue expedida del 20 de abril de 2019 al 19 de octubre de 2019 por parte del Secretario de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí. 
III. Nombre y en su caso, domicilio del infractor. Los datos fueron el nombre del infractor el **********
VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga.

Las circunstancias de tiempo, modo y lugar consistieron en que **********de esta ciudad capital, cometiendo infracciones de las contenidas en la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, así como en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistente en Manejar en Estado de Ebriedad.

VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción. Tal fundamento legal consistió en el artículo 158 y 159 fracción II del Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí.

VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción; por el tipo de infracción cometida: De acuerdo a la conducta infractora, la autoridad demandada la encuadró en la clave 143 del artículo 206 del Reglamento en mención, a la cuál le corresponde una multa por 1200 UMAS, según se hace constar en la parte reversa de la Boleta de Infracción impugnada.   

IX. El documento que retiene. En la parte inferior de dicho acto, se aprecia un recuadro que dice “DCUMENTO U OBJETO RECOGIDO ”, que en este caso lo fue el Vehículo del entonces infractor y hoy actor.

Entonces, no es cierto que la demandada haya sido omisa en cumplir con los requisitos contenidos en las fracciones a que se alude y que son  de las que se duele el hoy actor, de ahí que no le asista la razón.    

Por otra parte, en el agravio consistente en que la demandada al momento de levantar la citada boleta de infracción:

- No cumplió con su obligación de identificarse plenamente como lo ordena la disposición en cita.

Es improcedente tal agravio, puesto que como ha quedado señalado con antelación, la autoridad demandada sí cumplió con la debida identificación a que se refiere tanto el artículo 91 en su fracción II de la citada Ley de Tránsito, en relación con lo señalado en el artículo 34 de la aludida Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, puesto que se identificó con  una credencial con número ********** con una vigencia de seis meses, puesto que fue expedida del 20 de abril de 2019 al 19 de octubre de 2019 por parte del Secretario de Seguridad Pública del estado de San Luis Potosí. 

Apreciando además que fue señalada a la autoridad que facultó al Policía Vial  para aplicar la boleta de infracción, así como las leyes en que está contenida dicha infracción, de ahí lo infundado de este Primer Concepto. 

En un Segundo Concepto de Impugnación, el demandante hace valer la competencia de la autoridad para haber emitido el acto.

Además, se duele nuevamente de que la demandada no se identificó, que no dice a qué corporación pertenece.

Que no obedeció los señalamientos de la Constitución General del País y que no cumplió con los lineamientos que para esos efectos  prescribe la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí.

Que no se cumplió con las formalidades que señalan los artículos 169 y 171 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, transcribiendo dichos artículos.    
Así en el orden que fueron propuestos los agravios en mención, se tiene que en cuanto la incompetencia de la autoridad, la demanda la fundamentó en los siguientes artículos 

“ARTICULO 1°. La presente Ley es de orden público y de interés general; y tiene como objeto establecer las bases generales para la regulación del tránsito de vehículos, peatones y semovientes en el Estado, y del servicio de estacionamientos al público. Tiene su fundamento en lo dispuesto por el artículo 115 fracciones II y III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 114 fracciones II y III de la Constitución Política del Estado, por lo que es obligatoria para todas las autoridades estatales y municipales, así como para particulares que se ubiquen en sus supuestos normativos. 

Los reglamentos municipales y, en su caso, los bandos de policía y gobierno que emitan los ayuntamientos, que regulen las materias de esta Ley, deberán respetar las bases generales que se establecen al efecto. 

El servicio público de tránsito es considerado como una función de seguridad pública en los términos de la Ley de Seguridad Pública del Estado, y le son aplicables, en lo conducente, sus objetivos y principios. En los términos del artículo 115 fracción II inciso e) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 114 fracción II de la Constitución Política del Estado, cuando algún municipio de la Entidad no cuente con reglamento municipal, o bando de policía y gobierno que regule el servicio público de tránsito, peatones, y del servicio de estacionamientos al público, aplicará en lo que proceda, lo dispuesto por esta Ley.”
“ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I.- Agente de tránsito: policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito. La calidad de agente de tránsito se acreditará con la credencial que se expida en los términos del artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; es de carácter funcional y competencial y es independiente del nivel que se tenga en la escala jerárquica y cargo en los reglamentos respectivos.”

“ARTICULO 9°. Son autoridades municipales en materia de tránsito: 

I. Los ayuntamientos; 

II. Los presidentes municipales, y 

Se considera que las direcciones de seguridad pública municipal, de tránsito, o su equivalente, sea cual sea la denominación que se les dé en los reglamentos municipales, son un cuerpo de seguridad pública en los términos del artículo 22 fracción II de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Las atribuciones operativas que esta Ley, los reglamentos municipales y, en su caso, los bandos de policía y gobierno les otorguen, son consideradas como de seguridad pública.” 

“ARTICULO 14. Son atribuciones de los presidentes municipales: 

I.- Dictar las medidas necesarias para la observancia y cumplimiento de las disposiciones legales relativas al tránsito; II. Vigilar el fiel desempeño de las funciones encomendadas a los agentes de tránsito municipal.” 

“ARTICULO 15. Son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial: 

VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos; 

VII. Sancionar a los sujetos infractores de esta Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales.”

“ARTICULO 16. Los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.”

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

Del contenido de la citada Ley, se encuentra un apartado relativo a LAS AUTORIDADES DE TRANSITO Y SUS ATRIBUCIONES, del que se desprende el artículo 9° que señala a las a las autoridades municipales en materia de tránsito y que son: 

I.- Los ayuntamientos; 

II.- Los presidentes municipales, y 

III. El Director. 

De acuerdo con el numeral en cita, las direcciones de seguridad pública municipal, de tránsito o su equivalente, son un cuerpo de seguridad pública en  términos del artículo 22 fracción II de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Ahora bien, de acuerdo a lo que establece el artículo 15 de la citada Ley de Tránsito, son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial, entre otras, las de sancionar a los sujetos infractores de la Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales.

Pues bien, en términos del artículo 6° de dicha ley, se considera  Agente de Tránsito, al policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito, dotado de competencia cuya función es entre otras cosas, la de regular el tránsito de vehículos,  ejecutar medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas, para lo cual se encuentran facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos, tal y como así lo establecen los artículos 16 y 91 de la ley en comento.

De acuerdo a todo lo anteriormente señalado, se advierte que la autoridad demandada Policía Vial, sí es autoridad competente para emitir actos como el que nos ocupa, ya que su competencia material y territorial, se encuentra colmada con las disposiciones que han quedado señaladas. 
Apreciando además que la demandada, realizó el acto de acuerdo a lo que la misma Ley de Tránsito le permitió, estando facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia material y territorial, regida no solo por la mencionada Ley de Tránsito, sino sujeta a las disposiciones constitucionales en la forma en que se establece en el artículo 1° de la ley en comento, considerando que con ello se cumple con la garantía de fundamentación en cuanto a la competencia de la autoridad que emitió el acto en cuestión, de acuerdo a lo que establece el artículo 16 de la Constitución Federal.  Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio de jurisprudencia que en su texto dice: 
 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.

De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

En los agravios relativos a que la demandada no se identificó y que dice a qué corporación pertenece, ello ya fue materia de estudio en el Concepto que antecede.
Por otra parte, en cuanto a que la demandada no cumplió con los lineamientos que para esos efectos  prescribe la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí ni con las formalidades que señalan los artículos 169 y 171 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, de la misma manera que el agravio anterior, ha quedado estudiado en el concepto que antecede, cuando se señaló que la demandada se ajustó al procedimiento a que hace alusión el artículo 91 de la multicitada Ley de Tránsito, pues tal procedimiento es similar al que hacen referencia los artículos 169 y 171 del Reglamento de Tránsito de los que se duele el actor.       

Po último, en lo que refiere a que la demandada no obedeció los señalamientos de la Constitución General del País, ante la generalidad de su argumento, no se hace pronunciamiento al respecto, por lo que se califica este de inoperante.
En un Tercer Concepto de Impugnación, el demandante hace valer agravios muy generales de la siguiente manera:

“Violación a los artículos 14 y 16 de la carta magna, así como a los artículos 43, 44 y 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, y 4°, 169, 171 y 177 del Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí.

El acto que hoy se impugna tiene de manifiesto una indebida motivación, así como la carencia de las mismas, que se expondrán con posterioridad  en el presente concepto, elementos previstos, cuya observancia es obligatoria para todas las autoridades que llevan a cabo un acto de molestia a los gobernados.
Por lo que se viene argumentando que la boleta de infracción ********** que el suscrito supuestamente cometió, la cual desde este momento niego lisa y llanamente haber cometido.

Lo anterior no acredita nada a la luz de la lógica jurídica  y de la obligación de fundar y motivar completamente los actos que emiten, para no dejar en un estado de indefensión a los gobernados.

Los números y siglas que haya citado el policía vial en el acto que se impugna dejan un claro está de indefensión e incertidumbre jurídica al gobernado, toda vez que no tiene la certeza de los cuerpos normativos que invocan….” (F. 06)

Adviértase claramente  la generalidad de tales agravios, ya que no se encuentran aterrizados a combatir de una manera clara, precisa y directa el acto a impugnar, apreciando que en la forma en que fueron expuestos por el demandante, sean considerados como ambiguos y superficiales, al no concretizar razonamiento alguno que pueda ser analizado por parte de esta Primera Sala Unitaria.

Se dice lo anterior, ya que los agravios que para esos efectos se hagan valer, deben estar invariablemente, dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustentó la demandada para la emisión de la Boleta de Infracción, sin que en el presente caso así haya acontecido.

Al no ser así, la titular de esta Primera Sala Unitaria no está en condiciones de analizar tales agravios, puesto que se está ante argumentos para pronunciarse al respecto. 
Sirve de apoyo el siguiente criterio de jurisprudencia que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES.

Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
      Ahora bien, por lo que hace el demandante ante la negativa lisa y llana de haber cometido tal infracción es improcedente, puesto que ésta, se encuentra debidamente acreditada precisamente con la Boleta que se impugna, ya que ésta, se encuentra directamente dirigida a nombre del actor, la cual contiene los datos del vehículo de su propiedad con el que se incurrió en tal conducta infractora.
Por último, en un Cuarto Concepto de Impugnación, se aprecia que el actor pretende impugnar el acto porque según a su decir, no fue fundado ni motivado, que no se le notificó dicho acto y que por tanto, no se agotó el procedimiento para tal caso y que ello lo dejó en estado de indefensión.
Aduce además que no se señaló el cuerpo normativo al que pertenece la sanción impuesta, de lo cual se advierte la falta de fundamentación e ilegalidad del documento fundatorio.

Es infundado dicho Concepto, puesto que como ha quedado señalado en esta resolución, el acto que se impugna, sí se encuentra fundado y motivado, por lo que en este punto no se hace pronunciamiento alguno.

En lo que refiere que no se le notificó dicho acto y que por tanto, no se agotó el procedimiento es infundado, ya que de la misma Boleta de Infracción que se impugna, se advierte con toda claridad, que en  el lugar, hora y fecha en que fue levantada por parte de la demandada dicha Boleta, en ese preciso momento se le notificó al entonces conductor y hoy actor tal documento, inclusive, estampó de su puño y letra su firma, tal y como así se hace constar en la parte inferior de dicho acto, en donde se aprecia un recuadro que señala: “FIRMA DEL INFRACTOR O PROPIETARIO.”

Po tanto, el procedimiento del que se duele el actor, quedó agotado en se mismo momento, puesto que así lo establece el citado artículo 91 de la aludida Ley de Tránsito, el cual ha quedado transcrito con antelación, ya que en el citado artículo, se señala el procedimiento a seguir para el caso del levantamiento de las infracciones y sanciones, inclusive, para el retiro del vehículo como lo fue el caso que nos ocupa, de ahí que no le asista la razón al actor.
Por su parte, la autoridad demandada una vez que emitió su contestación de demanda, manifestó  lo siguiente:

“PRIMERO.- La boleta de infracción que se impugna, elaborada al conductor del vehículo descrito en la misma, debe decirse que se encuentra debidamente fundada y motivada…, por lo que en ningún momento se violaron en perjuicio del actor las garantías consagradas en el artículo 156 de nuestra Carta Magna, toda vez que la multa administrativa  que se finco, fue debidamente fundada y motivada ya que esta fue elaborada por el mismo motivo de “MANEJAR EN ESTADO DE EBRIEDAD”, situaciones previstas y sancionadas en el artículo ART. 158, 159 FRACCIÓN II, CON CLAVE 143, 178 FRACCION XII, XVI del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, con las formalidades que me son otorgadas por el artículo 4 fracción VIII del Reglamento de Tránsito en cita.         (F. 34) 

“LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN SI SE SATISFACE EN EL FOLIO QUE PRETENDE IMPUIGNAR, por lo que queda claro en la boleta de infracción que el suscrito cumplí con todos y cada uno de los lineamientos establecidos en el artículo 91… de la Ley de Tránsito de San Luis Potosí. YA QUE LA CREDENCIAL CON LA QUE ME IDENTIFIQUÉ ES EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO Y AMPARA LA PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO, MISMA QUE CUENTA CON EL NOMBRE Y CARGO DE LA PERSONA QUE SE IDENTIFICA SIENDO ESTE VICTOR ANDRES RAMÍREZ MARTÍNEZ, CON CARO DE POLICÍA  VIAL, SI ESTABLECE EL NÚMERO DE LA CREDENCIAL, VIGENCIA, CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, MODO Y LUGAR, CABED ESTACAR QUE EN EL REVERSO DEL FOLIO DE INFRACCIÓN VIENE ESPECIFICADO LAS CLAVES DEL MOTIVO DE LA INFRACCIÓN CORRESPONDIENTE AL PAGO DEL UMA (Unidades de Medidas de Actualización), POR LO QUE SI QUEDA ESTABLECIDO EL MONTO A PAGAR, además de que toda vez que el suscrito  siempre actué con las facultades que me confiere de acuerdo a lo estipulado en el artículo 6 fracción I, 15 fracción VI donde especifica claramente la competencia del suscrito, que será  aplicable para la multa …” (F. 37)     

  
Argumentos que a juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal son procedentes, puesto que son acordes y coincidentes con el criterio que ha quedado señalado en ésta resolución.

Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como Legal y Válido. 
En cuanto a las pretensiones señalados por el actor, las mismas resultan improcedentes, ya que para que para su procedencia se hacía necesario declarar la Ilegalidad e Invalidez el acto combatido, sin que en el presente caso haya acontecido.  

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado sus conceptos de impugnación infundados e inoperantes, de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.
SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia certificada de la presente resolución.  

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
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